	Fecha
	23 de agosto de 1937
	Sesión número
	52

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Leopoldo Fernández Quesada

	Tutelado: Ricardo Arias Gómez

	Recurrido: Jefe Político de Atenas

	Objeto del recurso: El recurrente alega que el tutelado fue detenido por encubrimiento en causa contra otra persona, sin mediar el debido proceso.

	Respuesta del recurrido: La condena se basó en el testimonio expedido por el Juez Segundo de lo Contencioso Administrativo, que incriminaba al recurrente.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (sentencia firme). 


N° 52
SESIÓN ORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las dos y diez minutos de la tarde del día veintitrés de agosto de mil novecientos treinta y siete, con asistencia de los señores Magistrados: Dávila (Presidente), Vargas Pacheco, Guzmán, Castro, Guardia, Solórzano, Álvarez Hurtado, Alfaro, Iglesias, Picado y Guier.

Artículo III
LEOPOLDO FERNÁNDEZ QUESADA interpone recurso de Hábeas Corpus a favor de RICARDO ARIAS GÓMEZ, y en el escrito respectivo manifiesta que en causa seguida en el Juzgado Segundo de lo Contencioso Administrativo contra Francisco González, por el delito de hurto en perjuicio del Ferrocarril al Pacífico, se ordenó testimoniar en lo conducente al Jefe Político de Atenas para que fuera juzgado el referido Arias Gómez por encubrimiento, de acuerdo con el inciso 3° del artículo 475 del Código Penal; que dicha autoridad, sin recibirle declaración indagatoria y sin darle el término de veinticuatro horas para que se defendiera, lo condenó a pagar diez colones de multa o a descontar arresto en la proporción legal; que Arias, inconforme por habérsele impuesto una pena por un delito que no ha cometido y por no habérsele oído y convencido en juicio, apeló de la sentencia, pero con gran sorpresa suya fue confirmada por el Gobernador de Alajuela. Con examen del expediente respectivo, y previa la discusión del caso, se declaró sin lugar el recurso porque, si bien es cierto que se omitieron las formalidades que expresan los artículos 686 y 688 del Código de Procedimientos Penales, no lo es menos que ante el Juez Segundo de lo Contencioso Administrativo se había oído ya al inculpado y la autoridad administrativa tomó como base de convicción el testimonio expedido por aquella autoridad judicial; por lo demás, en el caso concreto existe sentencia ejecutoria, lo que hace legalmente imposible abrir un proceso fenecido.
